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Algunos abogados convierten en tiza y pizarrón la autonomía universitaria, sin sonrojarse 
siquiera por tan disparatada interpretación. Dicha autonomía no es leyenda urbana. Está creada 
por la Constitución Política y existen votos o sentencias de la Sala IV que tienen efecto para todo 
ciudadano (erga omnes), especialmente para los especialistas en la materia, y que no son 
“disparates” ni “interpretaciones que hacen las altas autoridades universitarias”:

La autonomía universitaria se encuentra establecida en los artículos 78, 84, 85 y 87 
de la Constitución Política, que las autoridades de los supremos poderes juraron 
cumplir y defender. La Sala IV ya ha interpretado dichos artículos por lo que las altas 
autoridades universitarias únicamente enuncian y reiteran lo que ésta ha establecido.

La actividad intelectual constituye la base del quehacer universitario en todos sus ámbitos y 
requiere de la riqueza de un talento humano que las universidades puedan planificar, requerir, 
reclutar, remunerar, evaluar, promover, administrar, capacitar y dirigir con plena independencia 
de gobierno. La independencia constitucional de administración, organización, gobierno, política, 
planificación, presupuestaria, económica y patrimonial que protege la autonomía universitaria, 
tiene como eje central y supone la existencia de dicho talento humano. Como consecuencia, 
poseen estatutos de personal propios derivados de la potestad constitucional de decidir 
libremente sobre su propio personal (votos 1313-93 y 495-92), en plena armonía con los demás 
principios constitucionales y sus propios Estatutos Orgánicos.

En Actas de la Asamblea Nacional Constituyente consta la intención de proteger a la universidad 
pública de los vaivenes politiqueros y de las influencias contrarias que puedan predominar en los 
Poderes del Estado (Acta 160, 4/X/1949, tomo III, pág. 387 a 395). Dicha protección fue 
garantizada, además, con la libertad de cátedra que permite decidir libremente el contenido de la 
gestión académica universitaria, sin estar sujeta a lo dispuesto por poderes externos a ella, 
como también brinda libertad a la comunidad académica para expresar sus ideas, permitiendo la 
coexistencia de diferentes corrientes de pensamiento (votos 3550-92, 7170-09). Las 
universidades estatales están fuera del ámbito de dirección del Poder Ejecutivo y la Asamblea 
Legislativa no puede aprobar leyes que intervengan en las áreas de competencia de las 
universidades estatales como tampoco restarles ni impedirles cumplir su cometido (voto 1313-
93).



El artículo 84 constitucional también crea independencia universitaria económica pues separa su 
patrimonio del Estado y en su siguiente artículo 85 establece principios constitucionales y 
normas especiales que regulan la planificación y el presupuesto universitario, sobre cuya 
formulación no pueden tener intervención los Poderes del Estado. El Plan Nacional de la 
Educación Superior Universitaria Estatal define el contenido del Fondo Especial para el 
Financiamiento de la Educación Superior y determina los gastos e inversiones necesarias para 
su adecuado desarrollo. Los regímenes salariales universitarios inciden en la sostenibilidad de 
dicho Fondo y se cargan a su propio presupuesto y patrimonio, constitucionalmente separados. 
La inversión pública en educación es constante y corresponderá siempre al menos a un 8% del 
PIB (artículo 78 constitucional), por lo que cualquier ahorro presupuestario quedará siempre en 
beneficio de las propias universidades, sin impacto fiscal alguno en favor del Estado. Estas 
normas y principios no pueden quedar sin efecto por normas de inferior jerarquía, como es la 
Ley Nº 9635 (Regla Fiscal). Estas normas constitucionales tampoco requieren de interpretación, 
sino que son de aplicación directa e inmediata (voto 3035-96).

La alta calificación del talento humano universitario es resultado de rigurosos procesos de 
selección y evaluación, conformes a los principios constitucionales de empleo público e incluso 
superan los existentes en el régimen de Servicio Civil. Contrario a lo que viene siendo afirmado, 
el artículo 191 sí autoriza la exclusión de su cobertura, tratándose de excepciones derivadas de 
la propia Constitución. La autonomía universitaria es una clara excepción constitucional, no sólo 
por el contenido de los artículos 84, 85 y 87 citados, sino por voluntad del constituyente al haber 
establecido que, a diferencia de las Instituciones Autónomas creadas en los artículos 188 y 
siguientes, las universidades públicas no están sujetas a la ley en materia de gobierno (voto 
1313-93), la cual comprende la autorregulación de su propio Estatuto de Empleo Público 
universitario, como sistema, tal y como lo propone el CONARE.

En ejercicio responsable de su autonomía, las universidades rinden cuenta y 
someten sus presupuestos a la potestad de fiscalización de la Contraloría General de 
la República, la cual nunca ha sido cuestionada, por lo que tales afirmaciones ponen 
en tela de duda la objetividad y credibilidad de los artículos redactados en contrario. 
Los presupuestos universitarios constan aprobados y publicados en su sitio web.

La anualidad, prohibición, dedicación exclusiva, salario escolar, aguinaldo, riesgo policial, entre 
muchos otros sobresueldos, no han sido creados por las universidades públicas, sino que tienen 
su origen en normas legislativas y decretos. Eliminar la autonomía universitaria no podrá ser 
nunca solución a esta coyuntura no universitaria. Esas leyes y decretos son los disparadores del 
gasto público, no las bases salariales universitarias ni su sistema de escalafones. Además, 
dentro de los objetivos fundamentales del proyecto de ley de empleo público está la 
tercerización de puestos no sustantivos en cada institución pública, a criterio de la Dirección 
General del Servicio Civil y MIDEPLAN, mediante la aplicación de índices homogeneizados de 
evaluación, lo cual atenta también contra la autonomía universitaria.



La autonomía universitaria, que es ejercida con pleno respeto de los principios constitucionales 
vigentes, comprende más que la simple “potestad de aprobación de planes y programas de 
estudio y finalidades”, “determinar estructuras internas” o “administrar personal y recursos”, tal y 
como erróneamente se viene opinando.
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